
 

Página 1 de 24 
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C. DIPUTADO 

BALTAZAR GAONA GARCÍA 

PRESIDENTE DE LA MESA DIRECTIVA 

DEL H. CONGRESO DEL ESTADO DE MICHOACÁN 

P R E S E N T E. 

La que suscribe, Dra. Ma Fabiola Alanís Sámano, Diputada integrante del Grupo Parlamentario 

de Morena de la Septuagésima Sexta Legislatura del Congreso del Estado de Michoacán de Ocampo, 

en ejercicio de la facultad que me confieren los artículos 36, fracción II, y 44, fracción I, de la 

Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Michoacán de Ocampo; así como los artículos 8, 

fracción II, 234 y 235 de la Ley Orgánica y de Procedimientos del Congreso del Estado de Michoacán 

de Ocampo, me permito presentar ante esta Soberanía la siguiente: Iniciativa con Proyecto de Decreto 

por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley de Atención a Víctimas para el 

Estado de Michoacán de Ocampo, en materia de atención, protección, restitución de derechos y 

reparación integral de víctimas de feminicidio y desaparición de mujeres, adolescentes y niñas, al 

tenor de la siguiente: 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

La violencia feminicida y la desaparición de mujeres, adolescentes y niñas producen 

consecuencias que trascienden a la víctima directa. Cada feminicidio, cada desaparición y cada 

ausencia transforma también la vida de las familias: modifica quién cuida, quién sostiene 

económicamente el hogar, quién acompaña a las niñas y niños, quién busca, quién exige justicia y 

quién asume las responsabilidades que antes correspondían a la mujer ausente. 

Esta iniciativa parte de una reflexión que he construido durante años a partir del estudio de 

la violencia contra las mujeres en Michoacán y que desarrollé en mi libro Historias de resistencia. La 

feminización de la violencia en Michoacán, publicado en 2026. En esa investigación sostengo que la 

violencia que atravesó distintas regiones de nuestro Estado produjo un fenómeno que denomino 

feminización de la violencia. 

Con ese concepto busqué explicar que los efectos de la violencia no recaen solamente sobre 

las mujeres que son víctimas directas, sino también sobre las mujeres que permanecen y deben 

enfrentar las ausencias, sostener a las familias y reconstruir la vida cotidiana. Documenté que fueron 

ellas quienes, en gran medida, enfrentaron los efectos colaterales de la violencia: enterraron hijas e 

hijos, buscaron a las personas desaparecidas, asumieron un multiplicado papel como jefas de familia, 

se hicieron cargo de niñas y niños en situación de orfandad y de la seguridad de sus familias, al tiempo 

que enfrentaron violencia sexual, física y patrimonial. 

También observé que las ausencias modificaron profundamente la vida de las mujeres y sus 

familias. En los municipios analizados existían viudas, niñas y niños en situación de orfandad, hijas e 

hijos desaparecidos, jóvenes asesinados y mujeres privadas de la vida. Para el periodo estudiado 

advertí la ausencia de registros sobre personas huérfanas y desaparecidas, así como consecuencias 

concretas en la economía, la vida cotidiana y las condiciones de seguridad de las mujeres. 

Estas conclusiones adquieren ahora una dimensión legislativa. Si la violencia transforma la 

organización económica, familiar y de cuidados de quienes sobreviven, la respuesta del Estado no 

puede concluir con la investigación del delito ni limitarse a la eventual imposición de una sanción 

penal. Debe atender también a quienes permanecen: a la madre que busca a su hija desaparecida; a la 

abuela que, después de un feminicidio, asume el cuidado de sus nietas y nietos; a las niñas y niños que 

pierden a su madre; y a quienes dejan de trabajar o estudiar para buscar, cuidar o acompañar. 

La presente iniciativa busca ofrecer una respuesta jurídica a esas consecuencias mediante el 

fortalecimiento de la Ley de Atención a Víctimas para el Estado de Michoacán de Ocampo, articulando 

la ayuda, asistencia, protección y reparación integral con los sistemas especializados de búsqueda de 

personas y de protección de los derechos de niñas, niños y adolescentes. A esa articulación se 

incorpora un mecanismo presupuestario específico para contribuir a que las medidas 
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individualizadas de restitución de derechos de la niñez cuenten con recursos identificables para su 

cumplimiento efectivo, sin sustituir las obligaciones ordinarias de las dependencias y entidades 

competentes. 

DE MARIANA LIMA A LA PROTECCIÓN INTEGRAL DE LAS VÍCTIMAS 

Esta propuesta guarda continuidad con la iniciativa que he presentado para incorporar al 

orden jurídico de Michoacán los estándares derivados del caso Mariana Lima Buendía, en materia de 

investigación de muertes violentas de mujeres, adolescentes y niñas y de negación de justicia por 

razones de género. 

En aquella iniciativa partí de una premisa: el derecho de las mujeres, adolescentes y niñas a 

una vida libre de violencia exige que las instituciones actúen con debida diligencia reforzada cuando 

una mujer pierde la vida en circunstancias violentas. El precedente Mariana Lima vinculó la 

perspectiva de género, la debida diligencia y el acceso a la verdad y a la justicia con la actuación estatal 

frente a las muertes violentas de mujeres. 

Ese razonamiento conduce a una segunda cuestión: si el Estado tiene el deber reforzado de 

investigar adecuadamente la muerte violenta de una mujer, también debe reconocer y atender las 

consecuencias que esa violencia produce sobre las personas cuyos derechos y proyectos de vida 

resultan afectados. La primera iniciativa se ocupa de cómo debe actuar el Estado frente a la muerte 

violenta y la negación de justicia; ésta se ocupa de cómo debe responder frente a quienes sobreviven 

a esa violencia y deben reconstruir sus vidas después del feminicidio o durante la desaparición. 

FUNDAMENTO CONSTITUCIONAL Y CONVENCIONAL 

La iniciativa encuentra sustento en los artículos 1o., 4o., 17 y 20 de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos. El artículo 1o. obliga a todas las autoridades, en el ámbito de sus 

competencias, a promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos y a prevenir, 

investigar, sancionar y reparar sus violaciones; el artículo 4o. reconoce la igualdad entre mujeres y 

hombres, el derecho de las mujeres a una vida libre de violencias y el principio del interés superior 

de la niñez; los artículos 17 y 20 tutelan el acceso a la justicia y los derechos de las víctimas. 

En el ámbito convencional, la propuesta se vincula con la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos; la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación 

contra la Mujer; la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia 

contra la Mujer, Convención de Belém do Pará; y la Convención sobre los Derechos del Niño. Estos 

instrumentos obligan a adoptar medidas efectivas de protección, debida diligencia, no discriminación, 

interés superior de la niñez y reparación. 

La Ley General de Víctimas reconoce como víctimas indirectas a los familiares o personas 

físicas a cargo de la víctima directa que tengan una relación inmediata con ella y establece que la 

reparación integral comprende restitución, rehabilitación, compensación, satisfacción y garantías de 

no repetición. La legislación estatal es complementaria de ese marco general y puede desarrollar 

mecanismos de coordinación y medidas adicionales dentro de las competencias locales. 

En materia de desaparición, la presente iniciativa no regula actos de búsqueda ni 

investigación penal. La Comisión de Búsqueda de Personas del Estado conserva las atribuciones que 

le corresponden para impulsar, ejecutar, coordinar y dar seguimiento a las acciones de búsqueda, 

localización e identificación; la Fiscalía General del Estado conserva la investigación y persecución de 

los delitos; y la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a Víctimas concentra su intervención en la 

ayuda, asistencia, atención, protección, reparación y coordinación institucional en favor de las 

víctimas. 

Tratándose de niñas, niños y adolescentes, la reforma tampoco crea un sistema paralelo de 

restitución. La Procuraduría de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes conserva la competencia 

para detectar vulneraciones, realizar el diagnóstico correspondiente, determinar los derechos 

restringidos o vulnerados, elaborar el Plan de Restitución de Derechos, coordinar su ejecución y darle 
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seguimiento. La Ley de Atención a Víctimas funcionará como norma de enlace para activar 

oportunamente esa intervención y, mediante el Programa Estatal que se propone, contribuirá a hacer 

materialmente efectivas las medidas determinadas por la autoridad especializada, respetando en 

todo momento la distribución legal de competencias. 

VÍCTIMAS INDIRECTAS, MUJERES BUSCADORAS Y CUIDADOS 

El feminicidio y la desaparición generan afectaciones que se extienden hacia las familias y las 

redes de dependencia y cuidado. En el feminicidio permanece una familia que enfrenta las 

consecuencias de la muerte; en la desaparición permanece una familia que, además, enfrenta la 

incertidumbre. En ambos supuestos pueden presentarse alteraciones económicas, psicológicas, 

familiares, educativas, laborales, patrimoniales y de cuidados. 

En Historias de resistencia identifiqué que las mujeres encabezan de manera particularmente 

visible la búsqueda de las personas desaparecidas. Madres, esposas, hermanas, hijas y otras 

integrantes de las familias asumen actividades de búsqueda al mismo tiempo que sostienen 

responsabilidades laborales, familiares y de cuidado. Por ello, la búsqueda no puede convertirse en 

una nueva fuente de desprotección. 

Cuando una mujer es asesinada o desaparece, las tareas de cuidado que realizaba no 

desaparecen con ella. Alguien debe cuidar a sus hijas e hijos, acompañar a personas adultas mayores, 

atender a familiares con discapacidad y realizar las tareas domésticas y comunitarias que permiten 

sostener la vida cotidiana. Con frecuencia son otras mujeres quienes asumen esas responsabilidades. 

La reforma propone que tales cargas extraordinarias sean identificadas al determinar las medidas de 

ayuda, asistencia, atención, protección y reparación que legalmente correspondan. 

NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES 

El artículo 7 Bis vigente constituye un avance al prever apoyo psicológico, jurídico, económico 

y canalización a servicios para niñas, niños y adolescentes en situación de orfandad como 

consecuencia del feminicidio. La reforma propone fortalecer ese reconocimiento y articularlo con el 

sistema especializado de restitución de derechos de la niñez. 

No se crea un nuevo Plan de Restitución de Derechos dentro de la Comisión Ejecutiva ni se 

trasladan a una dependencia distinta las facultades de la Procuraduría de Protección. Cuando la 

Comisión Ejecutiva conozca de un caso de feminicidio o desaparición en el que existan niñas, niños o 

adolescentes cuyos derechos se encuentren o puedan encontrarse vulnerados, deberá dar 

intervención a la Procuraduría de Protección, sin perjuicio de brindar las medidas de atención que 

correspondan dentro de sus propias atribuciones. El Plan de Restitución de Derechos continúa siendo 

el instrumento individualizado que determina las medidas necesarias en cada caso. 

Para cerrar la distancia entre la determinación formal de una medida y su cumplimiento 

material, se propone crear el Programa Estatal para la Restitución de Derechos de Niñas, Niños y 

Adolescentes Víctimas de Feminicidio y Desaparición. Su función no será 'pagar el Plan' ni sustituir 

los presupuestos, servicios o responsabilidades de salud, educación, asistencia social, vivienda, 

cuidados, protección o atención a víctimas. El Programa aportará recursos y acciones, de manera 

articulada con las instituciones competentes, para hacer efectivas las medidas contenidas en el Plan 

de Restitución de Derechos cuando así corresponda. De esta manera se establece una secuencia 

institucional verificable: Plan de Restitución de Derechos, medidas individualizadas, autoridad 

responsable, recursos identificables para ejecutarlas, seguimiento efectivo y restitución del derecho. 

El Programa contará anualmente con los recursos que se determinen en el Presupuesto de 

Egresos del Estado y permitirá atender, conforme a las necesidades particulares de cada niña, niño o 

adolescente, medidas relacionadas con alimentación y nutrición; salud y atención psicológica y 

psicosocial; continuidad educativa; vivienda y alojamiento; cuidados; traslados; protección 

patrimonial; actividades culturales, deportivas, recreativas y de desarrollo integral, así como las 

demás medidas determinadas por la autoridad competente. La protección especializada se vincula a 
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la subsistencia de la necesidad que motive la medida y, cuando se trate de acciones específicamente 

dirigidas a niñas, niños y adolescentes, tendrá como límite la mayoría de edad, sin perjuicio de otros 

derechos o medidas que legalmente puedan continuar después de ese momento. 

Asimismo, se incorpora un supuesto diferenciado para niñas, niños y adolescentes cuya 

madre, padre, persona tutora o persona que ejerza funciones principales de cuidado se encuentre 

desaparecida. Esta protección no presume el fallecimiento de la persona desaparecida ni 

predetermina la existencia de feminicidio o de otro delito; su objeto exclusivo es garantizar la 

continuidad de los derechos de las niñas, niños y adolescentes mientras las autoridades competentes 

desarrollan la búsqueda e investigación. 

GARANTÍA PRESUPUESTARIA Y CUMPLIMIENTO MATERIAL DE LOS PLANES DE 

RESTITUCIÓN 

La restitución de derechos exige que las decisiones de protección puedan traducirse en 

prestaciones, servicios y apoyos efectivamente accesibles. Por ello, la iniciativa incorpora una 

previsión presupuestaria específica: el Poder Ejecutivo deberá identificar en el proyecto de 

Presupuesto de Egresos del ejercicio fiscal siguiente a la entrada en vigor del Decreto los recursos 

destinados a la operación del Programa Estatal y, en ejercicios subsecuentes, realizar las previsiones 

necesarias para asegurar su continuidad y progresividad. 

Esta previsión no convierte al Programa en una bolsa sustitutiva de las obligaciones 

institucionales. Las dependencias y entidades estatales continuarán obligadas a prestar, con sus 

propios recursos y dentro de sus competencias, los servicios de salud, educación, alimentación, 

vivienda, cuidados, protección y demás derechos que legalmente les correspondan. El Programa 

tendrá una función complementaria y articuladora orientada a contribuir al cumplimiento efectivo de 

las medidas individualizadas contenidas en los Planes de Restitución de Derechos. 

AFECTACIONES ECONÓMICAS Y PROYECTO DE VIDA 

La pérdida o desaparición de una persona puede significar la pérdida de una fuente de 

ingresos; la búsqueda puede generar traslados y gastos; una madre puede reducir su actividad laboral 

para buscar a su hija; una abuela puede asumir el cuidado de sus nietas y nietos; una adolescente 

puede asumir responsabilidades domésticas que interfieran con su educación; y una familia puede 

verse obligada a cambiar de residencia por razones de seguridad. 

Estas circunstancias no significan que toda víctima se encuentre necesariamente en condición 

de pobreza ni que la situación económica determine la calidad jurídica de víctima. Significan que el 

hecho victimizante puede producir o agravar condiciones de vulnerabilidad económica y alterar 

sustancialmente el proyecto de vida de las víctimas indirectas. Por ello, la reforma incorpora criterios 

para identificar esas consecuencias, sin establecer compensaciones automáticas y respetando los 

procedimientos previstos en la Ley General de Víctimas y la legislación estatal. 

RUTA ESTATAL INTEGRAL Y NO REVICTIMIZACIÓN 

Las víctimas no deben asumir la responsabilidad de coordinar a las instituciones del Estado. 

Cuando en un mismo caso intervengan la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a Víctimas, la Fiscalía 

General del Estado, la Comisión de Búsqueda de Personas, la Procuraduría de Protección de Niñas, 

Niños y Adolescentes, los sistemas DIF, instituciones de salud o autoridades educativas, la 

coordinación debe producirse entre las propias autoridades. 

Por ello se propone la Ruta Estatal Integral de Atención a Víctimas de Feminicidio y 

Desaparición de Mujeres, Adolescentes y Niñas como mecanismo de articulación administrativa. La 

Ruta no crea una nueva dependencia, no subordina funcionalmente a las instituciones participantes 

y no traslada competencias. Su finalidad es facilitar referencias, canalizaciones, intercambio legal de 

información, seguimiento y acceso efectivo a servicios. 
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La reforma incorpora además reglas contra la victimización secundaria: evitar la repetición 

innecesaria de entrevistas o narraciones; privilegiar la obtención institucional de documentos cuando 

sea jurídicamente procedente; y excluir estereotipos, expresiones culpabilizantes o prácticas 

discriminatorias durante la atención. 

INFORMACIÓN Y EVALUACIÓN 

La ausencia de información sobre las consecuencias familiares de la violencia dificulta el 

diseño de políticas públicas. Por ello se propone que el Registro Estatal de Víctimas genere 

información estadística anonimizada y desagregada sobre víctimas indirectas, orfandad por 

feminicidio, niñas, niños y adolescentes afectados por desaparición de su persona cuidadora, 

necesidades de cuidado, situaciones de desplazamiento y medidas otorgadas. La reforma evita 

expresamente duplicar los registros especializados en materia de desaparición, investigación penal o 

protección de niñas, niños y adolescentes. 

JUSTIFICACIÓN PARTICULAR DE LAS MODIFICACIONES 

El artículo 7 Bis se fortalece para articular la atención de niñas, niños y adolescentes en 

situación de orfandad por feminicidio con las atribuciones de la Procuraduría de Protección y el Plan 

de Restitución de Derechos previsto en la legislación especializada. 

El artículo 7 Ter crea el Programa Estatal para la Restitución de Derechos de Niñas, Niños y 

Adolescentes Víctimas de Feminicidio y Desaparición, con recursos identificables en el Presupuesto 

de Egresos y una función complementaria respecto de las obligaciones ordinarias de las dependencias 

y entidades competentes. El Programa no determina ni modifica las medidas de restitución: 

contribuye a hacer efectivas las que establezca la Procuraduría de Protección en el Plan 

correspondiente. 

El artículo 7 Quáter incorpora la protección de niñas, niños y adolescentes afectados por la 

desaparición de su madre, padre, persona tutora o persona que ejerza funciones principales de 

cuidado, sin presumir fallecimiento ni calificación penal alguna. 

El artículo 7 Quinquies crea la Ruta Estatal Integral como mecanismo de coordinación en 

materia de atención a víctimas, respetando las competencias de la Comisión de Búsqueda, la Fiscalía 

y la Procuraduría de Protección. 

El artículo 7 Sexies desarrolla la atención especializada de víctimas indirectas y reconoce las 

necesidades de protección de familiares que participan en acciones de búsqueda; el artículo 7 Septies 

incorpora las perspectivas de género y de cuidados para identificar afectaciones económicas, 

familiares, educativas, laborales, patrimoniales y al proyecto de vida. 

Los artículos 9 y 13 incorporan expresamente los riesgos y desplazamientos relacionados con 

la búsqueda y la exigencia de verdad y justicia; el artículo 21 fortalece las garantías contra la 

victimización secundaria; y el artículo 45 permite generar información estadística útil para 

planeación y evaluación, con protección reforzada de datos personales. 

Por las razones expuestas, se somete a la consideración de esta Honorable Asamblea el 

presente Proyecto de Decreto. 

CUADRO COMPARATIVO 

ARTÍCULO TEXTO VIGENTE PROPUESTA 

7 Bis Artí culo 7 Bis. La Comisio n una vez 

determinada la guarda y custodia de 

las nin as, nin os y adolescentes que 

hayan quedado en situacio n de 

orfandad como consecuencia del 

delito de feminicidio, debera  brindar 

apoyo psicolo gico y jurí dico, y en 

aquellos casos que lo requieran apoyo 

Artí culo 7 Bis. Las nin as, nin os y 

adolescentes que se encuentren en 

situacio n de orfandad como 

consecuencia del delito de feminicidio 

tendra n derecho a recibir atencio n 

integral, especializada, diferenciada y 

continua, conforme al intere s superior 

de la nin ez, la perspectiva de ge nero, el 
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econo mico o canalizacio n para 

educacio n, alimentacio n y servicios 

me dicos. La Comisio n establecera  en 

su Reglamento, los casos en los cuales 

debera n de recibir apoyo econo mico. 

enfoque de derechos humanos y de 

cuidados. 

 

Cuando la Comisio n Ejecutiva tenga 

conocimiento de que, como 

consecuencia de un feminicidio, 

existan nin as, nin os o adolescentes 

cuyos derechos se encuentren o 

puedan encontrarse restringidos o 

vulnerados, debera  hacerlo del 

conocimiento inmediato de la 

Procuradurí a de Proteccio n de Nin as, 

Nin os y Adolescentes del Estado de 

Michoaca n, sin perjuicio de otorgar, 

dentro del a mbito de sus atribuciones, 

las medidas de ayuda, asistencia, 

atencio n y proteccio n que 

correspondan. 

 

La Procuradurí a de Proteccio n, en 

ejercicio de las atribuciones que le 

confiere la Ley de los Derechos de 

Nin as, Nin os y Adolescentes del 

Estado de Michoaca n de Ocampo, 

realizara  la valoracio n 

correspondiente y determinara , 

cuando proceda, las medidas de 

proteccio n especial y de restitucio n de 

derechos, así  como la elaboracio n o 

actualizacio n del Plan de Restitucio n 

de Derechos respectivo. 

 

En la determinacio n de las medidas 

debera n considerarse, conforme a las 

circunstancias particulares de cada 

caso: 

I. La atencio n me dica, psicolo gica y 

psicosocial especializada; 

II. La continuidad, permanencia y 

conclusio n de la trayectoria educativa; 

III. El acceso a alimentacio n adecuada 

y servicios de salud; 

IV. Las condiciones de alojamiento, 

cuidado y desarrollo integral; 

V. La preservacio n, cuando resulte 

compatible con el intere s superior de 

la nin ez, de los ví nculos familiares, 

comunitarios, culturales y afectivos; 

VI. La proteccio n de sus derechos 

patrimoniales; 

VII. El acceso a las medidas de ayuda, 

asistencia, atencio n, proteccio n y 

reparacio n integral que legalmente 

correspondan; 

VIII. La identificacio n y atencio n de las 

cargas de cuidado asumidas por 

integrantes de su familia o red de 

apoyo; 

IX. La prevencio n de cualquier forma 

de violencia, discriminacio n, 

estigmatizacio n, institucionalizacio n 

innecesaria o victimizacio n 

secundaria; y, 
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X. Las dema s necesarias para 

garantizar la restitucio n integral de 

sus derechos y la continuidad de su 

proyecto de vida. 

 

La Comisio n Ejecutiva debera  

participar, dentro del a mbito de sus 

atribuciones, en la ejecucio n de las 

medidas que le correspondan 

conforme al Plan de Restitucio n de 

Derechos y proporcionar a la 

Procuradurí a de Proteccio n la 

informacio n necesaria para su 

seguimiento, con observancia de las 

disposiciones aplicables en materia de 

proteccio n de datos personales y 

confidencialidad. 

 

En todo momento debera  garantizarse 

el derecho de nin as, nin os y 

adolescentes a ser informados, 

participar y ser escuchados de 

acuerdo con su edad, desarrollo 

evolutivo, cognoscitivo y grado de 

madurez. 

7 Ter No existe disposicio n correlativa. Artí culo 7 Ter. El Poder Ejecutivo del 

Estado establecera  un Programa 

Estatal para la Restitucio n de 

Derechos de Nin as, Nin os y 

Adolescentes Ví ctimas de Feminicidio 

y Desaparicio n, destinado a contribuir 

al cumplimiento efectivo de las 

medidas de proteccio n especial y 

restitucio n de derechos determinadas 

por la Procuradurí a de Proteccio n de 

Nin as, Nin os y Adolescentes del 

Estado de Michoaca n. 

 

El Programa contara  anualmente con 

los recursos que se determinen en el 

Presupuesto de Egresos del Estado y 

debera  articularse con los programas, 

servicios y acciones de las 

dependencias y entidades 

competentes, evitando duplicidades. 

 

Los recursos y acciones del Programa 

se destinara n, conforme al Plan de 

Restitucio n de Derechos 

correspondiente y a las necesidades 

particulares de cada nin a, nin o o 

adolescente, a hacer efectivas las 

medidas relacionadas con 

alimentacio n y nutricio n; salud y 

atencio n psicolo gica y psicosocial; 

acceso, permanencia y continuidad 

educativa; vivienda y alojamiento; 

cuidados; traslados necesarios para 

acceder a servicios; proteccio n de 

derechos patrimoniales; actividades 

culturales, deportivas, recreativas y de 

desarrollo integral; así  como las 

dema s medidas determinadas por la 
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autoridad competente para garantizar 

la restitucio n integral de sus derechos 

y la continuidad de su proyecto de 

vida. 

 

El acceso a las acciones y recursos 

previstos en este artí culo debera  

garantizarse a partir de la 

determinacio n de las medidas de 

proteccio n o restitucio n derivadas del 

hecho victimizante y durante el 

tiempo que subsista la necesidad que 

las motive, hasta que se determine la 

restitucio n de los derechos 

correspondientes y, trata ndose de las 

medidas especí ficamente dirigidas a 

nin as, nin os y adolescentes, sin 

exceder el momento en que la persona 

cumpla dieciocho an os de edad. 

 

Las disposiciones reglamentarias del 

Programa establecera n los 

mecanismos mediante los cuales 

podra n reconocerse, cuando resulte 

jurí dicamente procedente y se 

encuentren debidamente acreditados, 

gastos, necesidades y afectaciones 

generados desde la fecha del hecho 

victimizante, siempre que guarden 

relacio n directa con las medidas 

contenidas en el Plan de Restitucio n 

de Derechos. 

 

La determinacio n de las medidas de 

proteccio n especial y restitucio n 

correspondera  a la Procuradurí a de 

Proteccio n en el a mbito de sus 

atribuciones. La administracio n de los 

recursos del Programa no conferira  a 

la dependencia o entidad responsable 

facultades para modificar, sustituir, 

condicionar o dejar sin efectos las 

medidas contenidas en el Plan de 

Restitucio n de Derechos. 

 

La operacio n del Programa observara  

los principios de intere s superior de la 

nin ez, igualdad y no discriminacio n, 

perspectiva de ge nero, enfoque 

diferencial e interseccional, 

progresividad, ma xima proteccio n y 

no revictimizacio n. 

7 Qua ter No existe disposicio n correlativa. Artí culo 7 Qua ter. Las nin as, nin os y 

adolescentes cuya madre, padre, 

persona tutora o persona que ejerza 

funciones principales de cuidado se 

encuentre desaparecida tendra n 

derecho a medidas de atencio n y 

proteccio n destinadas a garantizar la 

continuidad en el ejercicio de sus 

derechos. 
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Cuando la Comisio n Ejecutiva tenga 

conocimiento de alguno de estos casos 

debera : 

I. Otorgar o gestionar, dentro del 

a mbito de sus atribuciones, las 

medidas inmediatas de ayuda, 

asistencia, atencio n y proteccio n que 

correspondan; 

II. Dar intervencio n a la Procuradurí a 

de Proteccio n de Nin as, Nin os y 

Adolescentes del Estado de 

Michoaca n, cuando se advierta o 

exista riesgo de restriccio n o 

vulneracio n de derechos; 

III. Coordinarse con la Procuradurí a 

de Proteccio n para la ejecucio n de las 

medidas que, dentro de las 

competencias de la Comisio n 

Ejecutiva, formen parte del Plan de 

Restitucio n de Derechos que, en su 

caso, se determine; 

IV. Facilitar el acceso de la familia a los 

servicios institucionales que resulten 

necesarios; y, 

V. Evitar que la exigencia de requisitos 

administrativos impida o retrase 

injustificadamente la adopcio n de 

medidas urgentes de atencio n o 

proteccio n. 

 

Para la determinacio n de las 

necesidades de nin as, nin os y 

adolescentes debera n considerarse, 

entre otros aspectos, la continuidad de 

los cuidados, alimentacio n, vivienda, 

salud, educacio n, proteccio n 

patrimonial, ví nculos familiares y 

comunitarios, así  como los riesgos de 

violencia, abandono, explotacio n, 

desplazamiento, discriminacio n o 

institucionalizacio n innecesaria. 

 

La actuacio n prevista en este artí culo 

no implicara  ni podra  interpretarse 

como presuncio n de fallecimiento de 

la persona desaparecida, ni como 

determinacio n sobre la comisio n de 

feminicidio o de cualquier otro delito. 

 

La Comisio n de Bu squeda de Personas 

del Estado y la Fiscalí a General del 

Estado conservara n í ntegramente sus 

atribuciones legales en materia de 

bu squeda, localizacio n, identificacio n 

e investigacio n de los hechos, 

respectivamente. 

7 Quinquies No existe disposicio n correlativa. Artí culo 7 Quinquies. La Comisio n 

Ejecutiva implementara  y coordinara , 

en el a mbito de la atencio n a ví ctimas, 

la Ruta Estatal Integral de Atencio n a 

Ví ctimas de Feminicidio y 

Desaparicio n de Mujeres, 
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Adolescentes y Nin as, como 

mecanismo de articulacio n para 

facilitar el acceso efectivo y oportuno 

a las medidas de ayuda, asistencia, 

atencio n, proteccio n y reparacio n 

integral. 

 

La Ruta tendra  por objeto: 

I. Facilitar a las ví ctimas directas e 

indirectas el acceso a los servicios y 

medidas que legalmente les 

correspondan; 

II. Establecer mecanismos de 

referencia, contrarreferencia, 

canalizacio n y seguimiento 

interinstitucional; 

III. Evitar la reiteracio n innecesaria de 

tra mites, entrevistas, declaraciones y 

entrega de documentos que ya obren 

legalmente en poder de alguna 

autoridad; 

IV. Identificar oportunamente 

necesidades de salud, atencio n 

psicolo gica y psicosocial, 

alimentacio n, alojamiento, educacio n, 

cuidados, proteccio n, asesorí a jurí dica 

y dema s medidas de atencio n; 

V. Garantizar una atencio n 

diferenciada a nin as, nin os y 

adolescentes, personas con 

discapacidad, personas adultas 

mayores y dema s personas que 

requieran medidas especiales; 

VI. Incorporar las perspectivas de 

ge nero y de cuidados, así  como los 

enfoques diferencial e interseccional; 

VII. Definir mecanismos de 

seguimiento para verificar el acceso 

efectivo a las medidas determinadas; 

y, 

VIII. Facilitar la comunicacio n 

institucional entre las autoridades 

participantes. 

 

La Ruta no creara  competencias 

distintas a las previstas en la 

legislacio n aplicable ni autorizara  a la 

Comisio n Ejecutiva a dirigir, sustituir o 

condicionar las actuaciones que 

correspondan a la Comisio n de 

Bu squeda de Personas del Estado, a la 

Fiscalí a General del Estado, a la 

Procuradurí a de Proteccio n de Nin as, 

Nin os y Adolescentes, a los o rganos 

jurisdiccionales o a cualquier otra 

autoridad. 

 

En los casos de desaparicio n, la 

Comisio n de Bu squeda conservara  la 

conduccio n y coordinacio n de las 

acciones de bu squeda en te rminos de 

la legislacio n aplicable. 
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Trata ndose de hechos posiblemente 

constitutivos de delito, la Fiscalí a 

General del Estado ejercera  las 

atribuciones de investigacio n y 

persecucio n que le correspondan 

conforme a la Constitucio n, el Co digo 

Nacional de Procedimientos Penales y 

dema s disposiciones aplicables. 

 

Cuando se advierta afectacio n a los 

derechos de nin as, nin os o 

adolescentes, la Procuradurí a de 

Proteccio n ejercera  las atribuciones 

que le correspondan en materia de 

proteccio n especial y restitucio n de 

derechos. 

7 Sexies No existe disposicio n correlativa. Artí culo 7 Sexies. Trata ndose de 

ví ctimas indirectas de feminicidio o de 

desaparicio n de mujeres, adolescentes 

y nin as, las autoridades competentes 

debera n proporcionar una atencio n 

integral, especializada y diferenciada, 

atendiendo a las afectaciones que el 

hecho victimizante produzca o agrave 

en su integridad, salud, situacio n 

familiar, econo mica, patrimonial, 

laboral, educativa, comunitaria y de 

cuidados. 

 

Las personas familiares que 

participen en acciones de bu squeda 

tendra n derecho, en te rminos de las 

disposiciones aplicables, a recibir 

informacio n, acompan amiento, 

asesorí a jurí dica, atencio n y, cuando 

exista una situacio n de riesgo, las 

medidas de proteccio n que 

correspondan. 

 

La Comisio n Ejecutiva debera  facilitar 

su acceso a las medidas de ayuda y 

asistencia que procedan. 

 

La Comisio n de Bu squeda de Personas 

del Estado conservara  las atribuciones 

que le corresponden respecto de la 

participacio n, acompan amiento y 

comunicacio n con familiares dentro 

de las acciones de bu squeda y, cuando 

resulte procedente, realizara  las 

canalizaciones correspondientes a la 

Comisio n Ejecutiva. 

 

La participacio n de las ví ctimas o 

familiares en acciones de bu squeda, 

localizacio n, identificacio n, denuncia o 

exigencia de verdad y justicia no podra  

ser utilizada como motivo para 

restringir, suspender o condicionar los 

derechos que les correspondan. 

 

Las autoridades debera n adoptar 
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medidas para prevenir actos de 

discriminacio n, estigmatizacio n, 

victimizacio n secundaria, 

intimidacio n o represalia relacionados 

con la denuncia, la bu squeda o la 

exigencia de justicia. 

7 Septies No existe disposicio n correlativa. Artí culo 7 Septies. En la 

determinacio n y ejecucio n de las 

medidas de ayuda, asistencia, 

atencio n, proteccio n y reparacio n 

integral correspondientes a ví ctimas 

indirectas de feminicidio y 

desaparicio n de mujeres, adolescentes 

y nin as, las autoridades competentes 

debera n incorporar las perspectivas 

de ge nero y de cuidados, así  como los 

enfoques diferencial e interseccional. 

 

Para tal efecto, debera n identificarse y 

valorarse, cuando guarden relacio n 

con el hecho victimizante: 

I. La pe rdida o disminucio n de 

ingresos del nu cleo familiar; 

II. Los gastos razonables derivados de 

las acciones de bu squeda, traslados y 

atencio n de las consecuencias del 

hecho victimizante; 

III. Las nuevas o mayores 

responsabilidades de cuidado de 

nin as, nin os y adolescentes, personas 

adultas mayores, personas con 

discapacidad u otras personas 

dependientes; 

IV. La reduccio n, suspensio n o 

abandono de actividades laborales, 

educativas o productivas derivadas de 

la bu squeda o de las 

responsabilidades extraordinarias de 

cuidado; 

V. El desplazamiento o cambio de 

residencia motivado por situaciones 

de riesgo; 

VI. Las afectaciones a la salud fí sica o 

mental de las ví ctimas indirectas; 

VII. Las afectaciones a la continuidad o 

trayectoria educativa de nin as, nin os y 

adolescentes; 

VIII. La pe rdida o debilitamiento de 

redes familiares, comunitarias o de 

apoyo; 

IX. Las afectaciones patrimoniales 

directamente relacionadas con el 

hecho victimizante; y, 

X. Las dema s circunstancias que 

incidan sustancialmente en el 

proyecto de vida de las ví ctimas. 

 

La identificacio n de estas afectaciones 

tendra  por objeto determinar las 

medidas que correspondan conforme 

a la Ley General de Ví ctimas, esta Ley 

y dema s disposiciones aplicables. 
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La actualizacio n de alguno de los 

supuestos previstos en este artí culo 

no implicara , por sí  misma, el 

reconocimiento automa tico de una 

compensacio n econo mica, ni 

sustituira  los procedimientos y 

requisitos legalmente establecidos 

para su determinacio n. 

9 Artí culo 9. El Sistema para el 

Desarrollo Integral de la Familia del 

Estado de Michoaca n de Ocampo, los 

Sistemas Municipales para el 

Desarrollo Integral de la Familia y 

dema s instituciones pu blicas que 

existan y brinden estos servicios en el 

a mbito estatal o municipal, brindara n 

directamente alojamiento y 

alimentacio n en condiciones de 

seguridad y dignidad a las ví ctimas 

que se encuentren en especial 

condicio n de vulnerabilidad, o que se 

encuentren amenazadas o 

desplazadas de su lugar de residencia 

por causa del hecho punible cometido 

contra ellas o de la violacio n de sus 

derechos humanos. El alojamiento y la 

alimentacio n se brindara n durante el 

tiempo que sea necesario, para 

garantizar que la ví ctima supere las 

condiciones de emergencia y pueda 

retornar libremente en condiciones 

seguras y dignas a su hogar. 

 

Se podra n establecer convenios de 

coordinacio n con instituciones 

privadas para la prestacio n de estos 

servicios. 

Artí culo 9. El Sistema para el 

Desarrollo Integral de la Familia del 

Estado de Michoaca n de Ocampo, los 

Sistemas Municipales para el 

Desarrollo Integral de la Familia y 

dema s instituciones pu blicas que 

existan y brinden estos servicios en el 

a mbito estatal o municipal, brindara n 

directamente alojamiento y 

alimentacio n en condiciones de 

seguridad y dignidad a las ví ctimas 

que se encuentren en especial 

condicio n de vulnerabilidad, o que se 

encuentren amenazadas o 

desplazadas de su lugar de residencia 

por causa del hecho punible cometido 

contra ellas o de la violacio n de sus 

derechos humanos. El alojamiento y la 

alimentacio n se brindara n durante el 

tiempo que sea necesario, para 

garantizar que la ví ctima supere las 

condiciones de emergencia y pueda 

retornar libremente en condiciones 

seguras y dignas a su hogar. 

 

Trata ndose de ví ctimas indirectas de 

feminicidio o desaparicio n de mujeres, 

adolescentes y nin as, para la 

determinacio n de estas medidas 

debera n considerarse tambie n las 

situaciones de riesgo o 

desplazamiento relacionadas con la 

denuncia, la participacio n en acciones 

de bu squeda, localizacio n o 

identificacio n, o con la exigencia de 

verdad y justicia. 

 

Se podra n establecer convenios de 

coordinacio n con instituciones 

privadas para la prestacio n de estos 

servicios. 

13 Artí culo 13. La Comisio n solicitara  a 

las autoridades competentes, la 

adopcio n de medidas de proteccio n 

para las ví ctimas que este n en 

situacio n de vulnerabilidad o riesgo 

inminente de dan o a la vida, la 

integridad fí sica y mental, la libertad o 

que existan razones fundadas para 

pensar que esta n amenazadas en 

razo n del delito o de la violacio n de los 

derechos humanos. Las autoridades 

debera n atender de manera a gil esta 

Artí culo 13. La Comisio n solicitara  a 

las autoridades competentes, la 

adopcio n de medidas de proteccio n 

para las ví ctimas que este n en 

situacio n de vulnerabilidad o riesgo 

inminente de dan o a la vida, la 

integridad fí sica y mental, la libertad o 

que existan razones fundadas para 

pensar que esta n amenazadas en 

razo n del delito o de la violacio n de los 

derechos humanos. Las autoridades 

debera n atender de manera a gil esta 
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solicitud conforme lo establece la Ley 

General de Ví ctimas. 

 

Las medidas que se adopten sera n 

determinadas segu n el nivel de riesgo 

evaluado para cada caso particular y 

en la medida en que exista amenaza 

contra sus derechos a la vida, la 

integridad fí sica, la libertad y la 

seguridad personal, atendiendo a la 

normatividad existente en la materia. 

 

Las medidas adoptadas debera n ser 

acordes con la amenaza que tratan de 

evitar y debera n tener en cuenta la 

condicio n de especial vulnerabilidad 

de las ví ctimas, así  como respetar, en 

todos los casos, su dignidad. El 

consentimiento informado de las 

ví ctimas es necesario para la adopcio n 

de la Ley General de Ví ctimas. 

solicitud conforme lo establece la Ley 

General de Ví ctimas. 

 

Las medidas que se adopten sera n 

determinadas segu n el nivel de riesgo 

evaluado para cada caso particular y 

en la medida en que exista amenaza 

contra sus derechos a la vida, la 

integridad fí sica, la libertad y la 

seguridad personal, atendiendo a la 

normatividad existente en la materia. 

 

Las medidas adoptadas debera n ser 

acordes con la amenaza que tratan de 

evitar y debera n tener en cuenta la 

condicio n de especial vulnerabilidad 

de las ví ctimas, así  como respetar, en 

todos los casos, su dignidad. El 

consentimiento informado de las 

ví ctimas es necesario para la adopcio n 

de la Ley General de Ví ctimas. 

 

Trata ndose de familiares de mujeres, 

adolescentes o nin as desaparecidas, la 

valoracio n del riesgo debera  

considerar particularmente las 

amenazas, agresiones, intimidaciones, 

hostigamientos o represalias 

relacionadas con su participacio n en 

acciones de bu squeda, localizacio n o 

identificacio n, así  como con la 

denuncia o exigencia de verdad y 

justicia. La Comisio n solicitara  las 

medidas que resulten procedentes a 

las autoridades legalmente 

competentes, sin sustituir las 

atribuciones que correspondan a las 

instituciones responsables de su 

determinacio n o ejecucio n. 

21 Artí culo 21. Las entrevistas realizadas 

con las ví ctimas dentro del marco del 

programa de proteccio n debera n 

efectuarse en espacios que garanticen 

la seguridad y confidencialidad, en 

particular cuando involucren a 

mujeres, nin as, nin os y adolescentes. 

 

La Comisio n Ejecutiva debera  

proporcionar, previo requerimiento 

por escrito, informacio n a las 

autoridades jurisdiccionales y 

administrativas competentes que 

atiendan los procesos de investigacio n 

o circunstancias que hubieren 

ocasionado o agravado el riesgo, con la 

finalidad de que se tenga en cuenta la 

situacio n de la ví ctima, especialmente 

las razones que puedan impedir o 

dificultar su participacio n en las 

diligencias y se adoptara n las 

oportunas medidas de apremio que lo 

garanticen. 

Artí culo 21. Las entrevistas realizadas 

con las ví ctimas dentro del marco del 

programa de proteccio n debera n 

efectuarse en espacios que garanticen 

la seguridad y confidencialidad, en 

particular cuando involucren a 

mujeres, nin as, nin os y adolescentes. 

 

La Comisio n Ejecutiva debera  

proporcionar, previo requerimiento 

por escrito, informacio n a las 

autoridades jurisdiccionales y 

administrativas competentes que 

atiendan los procesos de investigacio n 

o circunstancias que hubieren 

ocasionado o agravado el riesgo, con la 

finalidad de que se tenga en cuenta la 

situacio n de la ví ctima, especialmente 

las razones que puedan impedir o 

dificultar su participacio n en las 

diligencias y se adoptara n las 

oportunas medidas de apremio que lo 

garanticen. 
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Las autoridades que participen en la 

atencio n de ví ctimas debera n adoptar 

medidas para evitar la reiteracio n 

innecesaria de entrevistas, 

declaraciones o narraciones sobre los 

hechos victimizantes, especialmente 

trata ndose de nin as, nin os y 

adolescentes, ví ctimas indirectas de 

feminicidio y familiares de mujeres, 

adolescentes o nin as desaparecidas. 

 

Cuando la informacio n o 

documentacio n necesaria para 

brindar atencio n obre legalmente en 

poder de alguna autoridad, debera  

privilegiarse su obtencio n mediante 

mecanismos institucionales de 

coordinacio n, siempre que ello sea 

jurí dicamente procedente y con 

observancia de las disposiciones 

aplicables en materia de proteccio n de 

datos personales, confidencialidad y 

consentimiento de la ví ctima. 

 

En las actuaciones de atencio n, 

asistencia y proteccio n debera n 

evitarse estereotipos de ge nero, 

expresiones culpabilizantes, 

cuestionamientos ajenos al objeto de 

la intervencio n y cualquier pra ctica 

que produzca discriminacio n, 

estigmatizacio n o victimizacio n 

secundaria. Lo dispuesto en este 

artí culo no autorizara  a la Comisio n 

Ejecutiva a intervenir en la conduccio n 

de investigaciones ministeriales, 

diligencias de bu squeda o 

procedimientos jurisdiccionales. 

45 Artí culo 45. Las entidades 

generadoras y usuarias de la 

informacio n sobre las ví ctimas que 

posean registros de ví ctimas, pondra n 

a disposicio n del Registro la 

informacio n que producen y 

administran, de conformidad con lo 

establecido en las leyes que regulan el 

manejo de datos personales, para lo 

cual se suscribira n los respectivos 

acuerdos de confidencialidad para el 

uso de la informacio n. 

Artí culo 45. Las entidades 

generadoras y usuarias de la 

informacio n sobre las ví ctimas que 

posean registros de ví ctimas, pondra n 

a disposicio n del Registro la 

informacio n que producen y 

administran, de conformidad con lo 

establecido en las leyes que regulan el 

manejo de datos personales, para lo 

cual se suscribira n los respectivos 

acuerdos de confidencialidad para el 

uso de la informacio n. 

 

Trata ndose de feminicidio y 

desaparicio n de mujeres, adolescentes 

y nin as, la Comisio n Ejecutiva debera  

procurar que el Registro genere 

informacio n estadí stica anonimizada 

y desagregada que permita conocer, 

cuando la informacio n obre 

legalmente en sus sistemas y sin crear 

registros paralelos a los previstos en 

otras disposiciones: 

I. El nu mero de ví ctimas indirectas 

registradas; 
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II. El nu mero de nin as, nin os y 

adolescentes en situacio n de orfandad 

como consecuencia del feminicidio; 

III. El nu mero de nin as, nin os y 

adolescentes afectados por la 

desaparicio n de su madre, padre, 

persona tutora o persona que ejerza 

funciones principales de cuidado y 

que tengan reconocida la calidad de 

ví ctima conforme a la legislacio n 

aplicable; 

IV. La existencia de personas 

dependientes de la ví ctima directa; 

V. Las necesidades de cuidado 

identificadas durante la atencio n; 

VI. Las situaciones de desplazamiento 

o riesgo relacionadas con el hecho 

victimizante o con las acciones de 

bu squeda; 

VII. Las medidas de ayuda, asistencia, 

atencio n, proteccio n y reparacio n 

otorgadas; y, 

VIII. Las dema s variables necesarias 

para evaluar la atencio n institucional y 

la efectividad de las polí ticas pu blicas 

en la materia. 

 

La informacio n prevista en las 

fracciones anteriores tendra  

exclusivamente fines estadí sticos, de 

planeacio n, evaluacio n y disen o de 

polí ticas pu blicas. Su integracio n no 

sustituira  ni duplicara  el Registro 

Nacional o Estatal de Personas 

Desaparecidas y No Localizadas, las 

bases de datos de la Fiscalí a General 

del Estado ni los sistemas de 

informacio n en materia de proteccio n 

de nin as, nin os y adolescentes. 

 

La informacio n que se genere o haga 

pu blica debera  impedir la 

identificacio n directa o indirecta de 

las ví ctimas y observar medidas 

reforzadas de proteccio n cuando se 

trate de nin as, nin os y adolescentes. 

 

 

 

DECRETO 

ARTÍCULO ÚNICO. Se reforma el artículo 7 Bis; se adicionan los artículos 7 Ter, 7 Quáter, 7 

Quinquies, 7 Sexies y 7 Septies; se adiciona un segundo párrafo al artículo 9; se adiciona un 

último párrafo al artículo 13; se adicionan tres párrafos al artículo 21; y se adicionan un 

segundo párrafo, las fracciones I a VIII y dos últimos párrafos al artículo 45, todos de la Ley de 

Atención a Víctimas para el Estado de Michoacán de Ocampo, para quedar como sigue: 

Artículo 7 Bis. Las niñas, niños y adolescentes que se encuentren en situación de orfandad como 

consecuencia del delito de feminicidio tendrán derecho a recibir atención integral, especializada, 
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diferenciada y continua, conforme al interés superior de la niñez, la perspectiva de género, el enfoque 

de derechos humanos y de cuidados. 

Cuando la Comisión Ejecutiva tenga conocimiento de que, como consecuencia de un feminicidio, 

existan niñas, niños o adolescentes cuyos derechos se encuentren o puedan encontrarse restringidos 

o vulnerados, deberá hacerlo del conocimiento inmediato de la Procuraduría de Protección de Niñas, 

Niños y Adolescentes del Estado de Michoacán, sin perjuicio de otorgar, dentro del ámbito de sus 

atribuciones, las medidas de ayuda, asistencia, atención y protección que correspondan.  

La Procuraduría de Protección, en ejercicio de las atribuciones que le confiere la Ley de los Derechos 

de Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de Michoacán de Ocampo, realizará la valoración 

correspondiente y determinará, cuando proceda, las medidas de protección especial y de restitución 

de derechos, así como la elaboración o actualización del Plan de Restitución de Derechos respectivo.  

 

En la determinación de las medidas deberán considerarse, conforme a las circunstancias particulares 

de cada caso: 

 

I. La atención médica, psicológica y psicosocial especializada; 

II. La continuidad, permanencia y conclusión de la trayectoria educativa; 

III. El acceso a alimentación adecuada y servicios de salud; 

IV. Las condiciones de alojamiento, cuidado y desarrollo integral; 

V. La preservación, cuando resulte compatible con el interés superior de la niñez, de los vínculos 

familiares, comunitarios, culturales y afectivos; 

VI. La protección de sus derechos patrimoniales; 

VII. El acceso a las medidas de ayuda, asistencia, atención, protección y reparación integral que 

legalmente correspondan; 

VIII. La identificación y atención de las cargas de cuidado asumidas por integrantes de su familia o 

red de apoyo; 

IX. La prevención de cualquier forma de violencia, discriminación, estigmatización, 

institucionalización innecesaria o victimización secundaria; y, 

X. Las demás necesarias para garantizar la restitución integral de sus derechos y la continuidad de su 

proyecto de vida. 

 

La Comisión Ejecutiva deberá participar, dentro del ámbito de sus atribuciones, en la ejecución de las 

medidas que le correspondan conforme al Plan de Restitución de Derechos y proporcionar a la 

Procuraduría de Protección la información necesaria para su seguimiento, con observancia de las 

disposiciones aplicables en materia de protección de datos personales y confidencialidad. 

 

En todo momento deberá garantizarse el derecho de niñas, niños y adolescentes a ser informados, 

participar y ser escuchados de acuerdo con su edad, desarrollo evolutivo, cognoscitivo y grado de 

madurez. 

Artículo 7 Ter. El Poder Ejecutivo del Estado establecerá un Programa Estatal para la Restitución de 

Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes Víctimas de Feminicidio y Desaparición, destinado a 

contribuir al cumplimiento efectivo de las medidas de protección especial y restitución de derechos 

determinadas por la Procuraduría de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de 

Michoacán. 

El Programa contará anualmente con los recursos que se determinen en el Presupuesto de Egresos 

del Estado y deberá articularse con los programas, servicios y acciones de las dependencias y 

entidades competentes, evitando duplicidades. 

Los recursos y acciones del Programa se destinarán, conforme al Plan de Restitución de Derechos 

correspondiente y a las necesidades particulares de cada niña, niño o adolescente, a hacer efectivas 
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las medidas relacionadas con alimentación y nutrición; salud y atención psicológica y psicosocial; 

acceso, permanencia y continuidad educativa; vivienda y alojamiento; cuidados; traslados necesarios 

para acceder a servicios; protección de derechos patrimoniales; actividades culturales, deportivas, 

recreativas y de desarrollo integral; así como las demás medidas determinadas por la autoridad 

competente para garantizar la restitución integral de sus derechos y la continuidad de su proyecto de 

vida. 

El acceso a las acciones y recursos previstos en este artículo deberá garantizarse a partir de la 

determinación de las medidas de protección o restitución derivadas del hecho victimizante y durante 

el tiempo que subsista la necesidad que las motive, hasta que se determine la restitución de los 

derechos correspondientes y, tratándose de las medidas específicamente dirigidas a niñas, niños y 

adolescentes, sin exceder el momento en que la persona cumpla dieciocho años de edad. 

Las disposiciones reglamentarias del Programa establecerán los mecanismos mediante los cuales 

podrán reconocerse, cuando resulte jurídicamente procedente y se encuentren debidamente 

acreditados, gastos, necesidades y afectaciones generados desde la fecha del hecho victimizante, 

siempre que guarden relación directa con las medidas contenidas en el Plan de Restitución de 

Derechos. 

La determinación de las medidas de protección especial y restitución corresponderá a la Procuraduría 

de Protección en el ámbito de sus atribuciones. La administración de los recursos del Programa no 

conferirá a la dependencia o entidad responsable facultades para modificar, sustituir, condicionar o 

dejar sin efectos las medidas contenidas en el Plan de Restitución de Derechos. 

La operación del Programa observará los principios de interés superior de la niñez, igualdad y no 

discriminación, perspectiva de género, enfoque diferencial e interseccional, progresividad, máxima 

protección y no revictimización. 

Artículo 7 Quáter. Las niñas, niños y adolescentes cuya madre, padre, persona tutora o persona que 

ejerza funciones principales de cuidado se encuentre desaparecida tendrán derecho a medidas de 

atención y protección destinadas a garantizar la continuidad en el ejercicio de sus derechos. 

 

Cuando la Comisión Ejecutiva tenga conocimiento de alguno de estos casos deberá: 

 

I. Otorgar o gestionar, dentro del ámbito de sus atribuciones, las medidas inmediatas de ayuda, 

asistencia, atención y protección que correspondan; 

II. Dar intervención a la Procuraduría de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de 

Michoacán, cuando se advierta o exista riesgo de restricción o vulneración de derechos; 

III. Coordinarse con la Procuraduría de Protección para la ejecución de las medidas que, dentro de las 

competencias de la Comisión Ejecutiva, formen parte del Plan de Restitución de Derechos que, en su 

caso, se determine; 

IV. Facilitar el acceso de la familia a los servicios institucionales que resulten necesarios; y, 

V. Evitar que la exigencia de requisitos administrativos impida o retrase injustificadamente la 

adopción de medidas urgentes de atención o protección. 

 

Para la determinación de las necesidades de niñas, niños y adolescentes deberán considerarse, entre 

otros aspectos, la continuidad de los cuidados, alimentación, vivienda, salud, educación, protección 

patrimonial, vínculos familiares y comunitarios, así como los riesgos de violencia, abandono, 

explotación, desplazamiento, discriminación o institucionalización innecesaria. 

 

La actuación prevista en este artículo no implicará ni podrá interpretarse como presunción de 

fallecimiento de la persona desaparecida, ni como determinación sobre la comisión de feminicidio o 

de cualquier otro delito. 
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La Comisión de Búsqueda de Personas del Estado y la Fiscalía General del Estado conservarán 

íntegramente sus atribuciones legales en materia de búsqueda, localización, identificación e 

investigación de los hechos, respectivamente. 

Artículo 7 Quinquies. La Comisión Ejecutiva implementará y coordinará, en el ámbito de la atención 

a víctimas, la Ruta Estatal Integral de Atención a Víctimas de Feminicidio y Desaparición de Mujeres, 

Adolescentes y Niñas, como mecanismo de articulación para facilitar el acceso efectivo y oportuno a 

las medidas de ayuda, asistencia, atención, protección y reparación integral.  

 

La Ruta tendrá por objeto: 

 

I. Facilitar a las víctimas directas e indirectas el acceso a los servicios y medidas que legalmente les 

correspondan; 

II. Establecer mecanismos de referencia, contrarreferencia, canalización y seguimiento 

interinstitucional; 

III. Evitar la reiteración innecesaria de trámites, entrevistas, declaraciones y entrega de documentos 

que ya obren legalmente en poder de alguna autoridad; 

IV. Identificar oportunamente necesidades de salud, atención psicológica y psicosocial, alimentación, 

alojamiento, educación, cuidados, protección, asesoría jurídica y demás medidas de atención; 

V. Garantizar una atención diferenciada a niñas, niños y adolescentes, personas con discapacidad, 

personas adultas mayores y demás personas que requieran medidas especiales; 

VI. Incorporar las perspectivas de género y de cuidados, así como los enfoques diferencial e 

interseccional; 

VII. Definir mecanismos de seguimiento para verificar el acceso efectivo a las medidas determinadas; 

y, 

VIII. Facilitar la comunicación institucional entre las autoridades participantes. 

 

La Ruta no creará competencias distintas a las previstas en la legislación aplicable ni autorizará a la 

Comisión Ejecutiva a dirigir, sustituir o condicionar las actuaciones que correspondan a la Comisión 

de Búsqueda de Personas del Estado, a la Fiscalía General del Estado, a la Procuraduría de Protección 

de Niñas, Niños y Adolescentes, a los órganos jurisdiccionales o a cualquier otra autoridad.  

 

En los casos de desaparición, la Comisión de Búsqueda conservará la conducción y coordinación de 

las acciones de búsqueda en términos de la legislación aplicable. 

 

Tratándose de hechos posiblemente constitutivos de delito, la Fiscalía General del Estado ejercerá las 

atribuciones de investigación y persecución que le correspondan conforme a la Constitución, el 

Código Nacional de Procedimientos Penales y demás disposiciones aplicables. 

 

Cuando se advierta afectación a los derechos de niñas, niños o adolescentes, la Procuraduría de 

Protección ejercerá las atribuciones que le correspondan en materia de protección especial y 

restitución de derechos. 

Artículo 7 Sexies. Tratándose de víctimas indirectas de feminicidio o de desaparición de mujeres, 

adolescentes y niñas, las autoridades competentes deberán proporcionar una atención integral, 

especializada y diferenciada, atendiendo a las afectaciones que el hecho victimizante produzca o 

agrave en su integridad, salud, situación familiar, económica, patrimonial, laboral, educativa, 

comunitaria y de cuidados. 

 

Las personas familiares que participen en acciones de búsqueda tendrán derecho, en términos de las 

disposiciones aplicables, a recibir información, acompañamiento, asesoría jurídica, atención y, 

cuando exista una situación de riesgo, las medidas de protección que correspondan. 
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La Comisión Ejecutiva deberá facilitar su acceso a las medidas de ayuda y asistencia que procedan. 

 

La Comisión de Búsqueda de Personas del Estado conservará las atribuciones que le corresponden 

respecto de la participación, acompañamiento y comunicación con familiares dentro de las acciones 

de búsqueda y, cuando resulte procedente, realizará las canalizaciones correspondientes a la 

Comisión Ejecutiva.  

La participación de las víctimas o familiares en acciones de búsqueda, localización, identificación, 

denuncia o exigencia de verdad y justicia no podrá ser utilizada como motivo para restringir, 

suspender o condicionar los derechos que les correspondan. 

 

Las autoridades deberán adoptar medidas para prevenir actos de discriminación, estigmatización, 

victimización secundaria, intimidación o represalia relacionados con la denuncia, la búsqueda o la 

exigencia de justicia. 

Artículo 7 Septies. En la determinación y ejecución de las medidas de ayuda, asistencia, atención, 

protección y reparación integral correspondientes a víctimas indirectas de feminicidio y desaparición 

de mujeres, adolescentes y niñas, las autoridades competentes deberán incorporar las perspectivas 

de género y de cuidados, así como los enfoques diferencial e interseccional. 

 

Para tal efecto, deberán identificarse y valorarse, cuando guarden relación con el hecho victimizante: 

I. La pérdida o disminución de ingresos del núcleo familiar; 

II. Los gastos razonables derivados de las acciones de búsqueda, traslados y atención de las 

consecuencias del hecho victimizante; 

III. Las nuevas o mayores responsabilidades de cuidado de niñas, niños y adolescentes, personas 

adultas mayores, personas con discapacidad u otras personas dependientes; 

IV. La reducción, suspensión o abandono de actividades laborales, educativas o productivas derivadas 

de la búsqueda o de las responsabilidades extraordinarias de cuidado; 

V. El desplazamiento o cambio de residencia motivado por situaciones de riesgo; 

VI. Las afectaciones a la salud física o mental de las víctimas indirectas; 

VII. Las afectaciones a la continuidad o trayectoria educativa de niñas, niños y adolescentes; 

VIII. La pérdida o debilitamiento de redes familiares, comunitarias o de apoyo; 

IX. Las afectaciones patrimoniales directamente relacionadas con el hecho victimizante; y,  

X. Las demás circunstancias que incidan sustancialmente en el proyecto de vida de las víctimas. 

 

La identificación de estas afectaciones tendrá por objeto determinar las medidas que correspondan 

conforme a la Ley General de Víctimas, esta Ley y demás disposiciones aplicables. 

 

La actualización de alguno de los supuestos previstos en este artículo no implicará, por sí misma, el 

reconocimiento automático de una compensación económica, ni sustituirá los procedimientos y 

requisitos legalmente establecidos para su determinación. 

Artículo 9. El Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia del Estado de Michoacán de Ocampo, 

los Sistemas Municipales para el Desarrollo Integral de la Familia y demás instituciones públicas que 

existan y brinden estos servicios en el ámbito estatal o municipal, brindarán directamente 

alojamiento y alimentación en condiciones de seguridad y dignidad a las víctimas que se encuentren 

en especial condición de vulnerabilidad, o que se encuentren amenazadas o desplazadas de su lugar 

de residencia por causa del hecho punible cometido contra ellas o de la violación de sus derechos 

humanos. El alojamiento y la alimentación se brindarán durante el tiempo que sea necesario, para 

garantizar que la víctima supere las condiciones de emergencia y pueda retornar libremente en 

condiciones seguras y dignas a su hogar. 

 



 

Página 21 de 24 

 

DIP. MA FABIOLA ALANÍS SÁMANO 

Tratándose de víctimas indirectas de feminicidio o desaparición de mujeres, adolescentes y niñas, 

para la determinación de estas medidas deberán considerarse también las situaciones de riesgo o 

desplazamiento relacionadas con la denuncia, la participación en acciones de búsqueda, localización 

o identificación, o con la exigencia de verdad y justicia. 

 

Se podrán establecer convenios de coordinación con instituciones privadas para la prestación de 

estos servicios. 

Artículo 13. La Comisión solicitará a las autoridades competentes, la adopción de medidas de 

protección para las víctimas que estén en situación de vulnerabilidad o riesgo inminente de daño a la 

vida, la integridad física y mental, la libertad o que existan razones fundadas para pensar que están 

amenazadas en razón del delito o de la violación de los derechos humanos. Las autoridades deberán 

atender de manera ágil esta solicitud conforme lo establece la Ley General de Víctimas. 

 

Las medidas que se adopten serán determinadas según el nivel de riesgo evaluado para cada caso 

particular y en la medida en que exista amenaza contra sus derechos a la vida, la integridad física, la 

libertad y la seguridad personal, atendiendo a la normatividad existente en la materia.  

 

Las medidas adoptadas deberán ser acordes con la amenaza que tratan de evitar y deberán tener en 

cuenta la condición de especial vulnerabilidad de las víctimas, así como respetar, en todos los casos, 

su dignidad. El consentimiento informado de las víctimas es necesario para la adopción de la Ley 

General de Víctimas.  

 

Tratándose de familiares de mujeres, adolescentes o niñas desaparecidas, la valoración del riesgo 

deberá considerar particularmente las amenazas, agresiones, intimidaciones, hostigamientos o 

represalias relacionadas con su participación en acciones de búsqueda, localización o identificación, 

así como con la denuncia o exigencia de verdad y justicia. La Comisión solicitará las medidas que 

resulten procedentes a las autoridades legalmente competentes, sin sustituir las atribuciones que 

correspondan a las instituciones responsables de su determinación o ejecución. 

Artículo 21. Las entrevistas realizadas con las víctimas dentro del marco del programa de protección 

deberán efectuarse en espacios que garanticen la seguridad y confidencialidad, en particular cuando 

involucren a mujeres, niñas, niños y adolescentes. 

 

La Comisión Ejecutiva deberá proporcionar, previo requerimiento por escrito, información a las 

autoridades jurisdiccionales y administrativas competentes que atiendan los procesos de 

investigación o circunstancias que hubieren ocasionado o agravado el riesgo, con la finalidad de que 

se tenga en cuenta la situación de la víctima, especialmente las razones que puedan impedir o 

dificultar su participación en las diligencias y se adoptarán las oportunas medidas de apremio que lo 

garanticen. 

 

Las autoridades que participen en la atención de víctimas deberán adoptar medidas para evitar la 

reiteración innecesaria de entrevistas, declaraciones o narraciones sobre los hechos victimizantes, 

especialmente tratándose de niñas, niños y adolescentes, víctimas indirectas de feminicidio y 

familiares de mujeres, adolescentes o niñas desaparecidas. 

 

Cuando la información o documentación necesaria para brindar atención obre legalmente en poder 

de alguna autoridad, deberá privilegiarse su obtención mediante mecanismos institucionales de 

coordinación, siempre que ello sea jurídicamente procedente y con observancia de las disposiciones 

aplicables en materia de protección de datos personales, confidencialidad y consentimiento de la 

víctima. 
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En las actuaciones de atención, asistencia y protección deberán evitarse estereotipos de género, 

expresiones culpabilizantes, cuestionamientos ajenos al objeto de la intervención y cualquier práctica 

que produzca discriminación, estigmatización o victimización secundaria. Lo dispuesto en este 

artículo no autorizará a la Comisión Ejecutiva a intervenir en la conducción de investigaciones 

ministeriales, diligencias de búsqueda o procedimientos jurisdiccionales. 

Artículo 45. Las entidades generadoras y usuarias de la información sobre las víctimas que posean 

registros de víctimas, pondrán a disposición del Registro la información que producen y administran, 

de conformidad con lo establecido en las leyes que regulan el manejo de datos personales, para lo cual 

se suscribirán los respectivos acuerdos de confidencialidad para el uso de la información. 

 

Tratándose de feminicidio y desaparición de mujeres, adolescentes y niñas, la Comisión Ejecutiva 

deberá procurar que el Registro genere información estadística anonimizada y desagregada que 

permita conocer, cuando la información obre legalmente en sus sistemas y sin crear registros 

paralelos a los previstos en otras disposiciones: 

 

I. El número de víctimas indirectas registradas; 

II. El número de niñas, niños y adolescentes en situación de orfandad como consecuencia del 

feminicidio; 

III. El número de niñas, niños y adolescentes afectados por la desaparición de su madre, padre, 

persona tutora o persona que ejerza funciones principales de cuidado y que tengan reconocida la 

calidad de víctima conforme a la legislación aplicable; 

IV. La existencia de personas dependientes de la víctima directa; 

V. Las necesidades de cuidado identificadas durante la atención; 

VI. Las situaciones de desplazamiento o riesgo relacionadas con el hecho victimizante o con las 

acciones de búsqueda; 

VII. Las medidas de ayuda, asistencia, atención, protección y reparación otorgadas; y,  

VIII. Las demás variables necesarias para evaluar la atención institucional y la efectividad de las 

políticas públicas en la materia. 

 

La información prevista en las fracciones anteriores tendrá exclusivamente fines estadísticos, de 

planeación, evaluación y diseño de políticas públicas. Su integración no sustituirá ni duplicará el 

Registro Nacional o Estatal de Personas Desaparecidas y No Localizadas, las bases de datos de la 

Fiscalía General del Estado ni los sistemas de información en materia de protección de niñas, niños y 

adolescentes.  

 

La información que se genere o haga pública deberá impedir la identificación directa o indirecta de 

las víctimas y observar medidas reforzadas de protección cuando se trate de niñas, niños y 

adolescentes. 

TRANSITORIOS 

PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico 

Oficial del Gobierno Constitucional del Estado de Michoacán de Ocampo. 

SEGUNDO. La Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a Víctimas, dentro de los ciento veinte días 

naturales siguientes a la entrada en vigor del presente Decreto, realizará las adecuaciones 

reglamentarias, administrativas y operativas necesarias para la implementación de la Ruta Estatal 

Integral de Atención a Víctimas de Feminicidio y Desaparición de Mujeres, Adolescentes y Niñas. 

TERCERO. El Poder Ejecutivo del Estado, por conducto de las dependencias y entidades competentes, 

y la Procuraduría de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de Michoacán realizarán, 

dentro de los ciento veinte días naturales siguientes a la entrada en vigor del presente Decreto, las 
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adecuaciones reglamentarias, administrativas y de coordinación necesarias para la implementación 

del Programa Estatal previsto en el artículo 7 Ter. En el mismo plazo, la Comisión Ejecutiva Estatal de 

Atención a Víctimas y la Procuraduría de Protección establecerán mecanismos de coordinación para 

garantizar que los casos previstos en los artículos 7 Bis y 7 Quáter sean canalizados y atendidos 

conforme a las competencias de cada institución. Dichos mecanismos deberán prever, cuando menos, 

el intercambio legal de información; identificación de necesidades urgentes; canalización; 

participación de la Comisión Ejecutiva en las medidas de su competencia; seguimiento de los casos; y 

salvaguardas de protección de datos personales. 

CUARTO. La Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a Víctimas, la Comisión de Búsqueda de Personas 

del Estado de Michoacán, la Fiscalía General del Estado, la Procuraduría de Protección de Niñas, Niños 

y Adolescentes, el Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia Michoacana y demás autoridades 

competentes establecerán, dentro de los ciento ochenta días naturales siguientes a la entrada en vigor 

del presente Decreto, los mecanismos de coordinación necesarios para la operación de la Ruta Estatal 

Integral, dentro del ámbito de sus respectivas atribuciones. La coordinación a que se refiere el 

presente artículo no implicará subordinación funcional ni transferencia de competencias entre las 

instituciones participantes. 

QUINTO. La Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a Víctimas realizará las adecuaciones técnicas 

necesarias al Registro Estatal de Víctimas para generar la información estadística prevista en el 

artículo 45, evitando duplicar registros cuya integración corresponda legalmente a otras autoridades. 

SEXTO. Las autoridades competentes deberán capacitar al personal que intervenga en la aplicación 

del presente Decreto en materia de derechos de las víctimas, perspectiva de género, derechos de 

niñas, niños y adolescentes, enfoque de cuidados, desaparición de personas y prevención de la 

victimización secundaria. 

SÉPTIMO. El Poder Ejecutivo del Estado deberá realizar las previsiones presupuestarias necesarias 

para la implementación del Programa Estatal para la Restitución de Derechos de Niñas, Niños y 

Adolescentes Víctimas de Feminicidio y Desaparición, a efecto de que en el proyecto de Presupuesto 

de Egresos del Estado correspondiente al ejercicio fiscal siguiente a la entrada en vigor del presente 

Decreto se identifiquen los recursos destinados a su operación. 

En los ejercicios fiscales subsecuentes deberán realizarse las previsiones presupuestarias necesarias 

para garantizar la continuidad y progresividad del Programa, atendiendo al número de personas 

beneficiarias, las medidas determinadas en los Planes de Restitución de Derechos y las necesidades 

identificadas para su cumplimiento. 

La asignación y ejercicio de dichos recursos se realizará conforme a las disposiciones presupuestarias 

aplicables y no sustituirá las obligaciones que correspondan a las dependencias y entidades estatales 

para prestar servicios de salud, educación, alimentación, vivienda, cuidados, protección y demás 

derechos dentro del ámbito de sus respectivas competencias. 

OCTAVO. Las disposiciones reglamentarias, lineamientos, protocolos o mecanismos de coordinación 

que se emitan con motivo del presente Decreto deberán respetar las competencias establecidas en la 

Ley General de Víctimas; la legislación general en materia de desaparición de personas; la legislación 

de derechos de niñas, niños y adolescentes; el Código Nacional de Procedimientos Penales; y demás 

disposiciones aplicables. 

NOVENO. Los procedimientos, medidas de ayuda, asistencia, atención, protección y reparación 

integral que se encuentren en trámite a la entrada en vigor del presente Decreto continuarán 

sustanciándose conforme a las disposiciones aplicables, sin perjuicio de la aplicación de aquellas 

normas que otorguen una protección más amplia a las víctimas y resulten jurídicamente procedentes. 

DÉCIMO. Se derogan todas las disposiciones de igual o menor jerarquía que se opongan al presente 

Decreto. 

Palacio del Poder Legislativo, Morelia, Michoacán de Ocampo, a 2 de octubre de 2026. 
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